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PLANTEAMIENTO DE LA OBRA

Rosa Ana Alija Fernández

La obra que aquí se presenta tiene su origen y es fruto del Proyecto de Inves-
tigación titulado La exigibilidad jurídica internacional de los derechos econó-
micos, sociales y culturales en periodos de crisis (DER2012-30652), financiado 
por el Ministerio de Economía y Competitividad, y desarrollado entre los años 
2013 y 2016 bajo la dirección de Jordi Bonet Pérez como investigador princi-
pal. En ella se pretende ofrecer una visión multidimensional de la exigibilidad 
jurídica internacional de los derechos económicos, sociales y culturales (DESC) 
en el actual contexto socioeconómico mundial, marcado por una aguda crisis 
económica y financiera que constituye una seria amenaza a la promoción y pro-
tección de estos derechos. Partiendo de esta premisa, los estudios que la integran 
abordan desde perspectivas diversas varios de los principales problemas que esa 
exigibilidad plantea.

El análisis de los aspectos sectoriales viene enmarcado por una introducción, 
elaborada por Jordi Bonet, que sirve de marco teórico y en la que se desgranan 
las cuestiones generales que se derivan de la dimensión jurídica internacional de 
los DESC, como es el alcance de su exigibilidad jurídica internacional, la activi-
dad de los mecanismos internacionales de protección, o el impacto en el ámbito 
estatal de la regulación jurídica internacional. El examen de estos temas permite 
identificar algunas tendencias en relación con la internormatividad y efectividad 
de los DESC en las que se profundiza a lo largo de los distintos capítulos que 
integran la obra, cuyas temáticas ejemplifican los problemas que se plantean 
con carácter general.

La introducción general sirve, pues, de punto de partida de un conjunto de 
estudios, agrupados en dos partes que a su vez constituyen dos grandes blo-
ques temáticos. El primero de ellos explora diferentes cuestiones relativas a la 
dimensión jurídica internacional de la exigibilidad de los DESC, mientras que 
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el segundo se ocupa de la internormatividad y efectividad de los DESC en el 
ordenamiento jurídico internacional

La primera parte de la obra (La dimensión jurídica internacional de la exi-
gibilidad de los DESC) profundiza en determinados aspectos que plantean con-
cretos problemas jurídico-internacionales en relación con la exigibilidad de los 
DESC, como son su potencial extraterritorialidad, el alcance de las obligaciones 
derivadas de los DESC respecto de operadores económicos privados, las parti-
cularidades en la configuración jurídica de los derechos culturales dentro del 
conjunto de la categoría, el papel de los mecanismos de exigibilidad jurídica 
internacional en la salvaguarda de los DESC, la interrelación que surge entre 
DESC y derechos civiles y políticos en el contexto de las garantías sociales 
de protección de derechos, o la relevancia de los DESC en contextos de post-
conflicto y procesos de justicia transicional.

Esta primera parte arranca con un capítulo dedicado a evaluar la posibili-
dad de exigir extraterritorialmente las obligaciones jurídicas internacionales que 
para los Estados se derivan de los DESC. En él, Arne Vanderbogaerde explora 
diferentes criterios que puedan permitir atribuir las obligaciones de respetar, de 
proteger y de cumplir a Estados extranjeros, valorando las posibilidades que 
ofrecen y las limitaciones que encuentran en el actual estadio de desarrollo del 
Derecho internacional público.

La contribución de Jordi Bonet analiza las posibilidades y los límites del De-
recho internacional público a la hora de regular la actuación de los actores priva-
dos de carácter económico y controlar el impacto de los operadores económicos 
sobre los derechos económicos, sociales y culturales. A tal fin, evalúa iniciativas 
adoptadas en el marco de distintas organizaciones internacionales para orientar 
(bien normativamente, bien programáticamente) la acción de los actores priva-
dos de carácter económico y otras impulsadas desde el sector privado, como las 
propuestas de autorregulación y la negociación colectiva internacional.

Por su parte, Rosa Ana Alija identifica las particularidades que, desde el 
punto de vista de la exigibilidad jurídica internacional, presentan dentro de los 
DESC los derechos culturales. En su estudio argumenta que tales particularida-
des están provocadas por la dificultad para definir lo que se entiende por cultura 
en el Derecho internacional público, una noción cuya amplitud incide tanto en 
la determinación de los derechos culturales y de su titularidad como, en buena 
medida, en el alcance de las obligaciones que para los Estados se derivan de los 
mismos.

Helena Torroja examina en su contribución el primer dictamen adoptado 
por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en el marco del 
proceso cuasi-contencioso de quejas individuales. Así, tras ubicar dentro del 
concepto de control internacional los mecanismos de los órganos de protección 
de los derechos humanos, se centra en evaluar el dictamen del Comité a la co-
municación núm. 2/2014, presentada contra España por violación del derecho 
a la vivienda.

El caso español también sirve de excusa a David Bondia para analizar la 
interrelación entre los derechos civiles y políticos y los DESC en el marco de las 
garantías sociales de protección de los derechos humanos. En su estudio analiza 



PLANTEAMIENTO DE LA OBRA	 9

cómo las acciones realizadas por la sociedad civil en defensa de los DESC ante 
los recortes llevados a cabo por el gobierno español en el contexto de la crisis 
económica han provocado la introducción por vía legislativa de restricciones al 
ejercicio de determinados derechos civiles y políticos, como la libertad de reu-
nión, de manifestación y de expresión, restricciones que afectan especialmente 
a los/as defensores/as de derechos humanos.

La relevancia de la promoción y protección de los DESC para superar la 
desigualdad y las brechas socioeconómicas en la sociedad se pone particular-
mente de manifiesto cuando se pretenden afianzar las estructuras del Estado 
democrático y de derecho tras un conflicto armado o una dictadura, como evi-
dencian dos de las contribuciones a esta obra. Desde una perspectiva general, el 
capítulo elaborado por Elisenda Calvet se centra en el tratamiento que reciben 
los DESC en los contextos de post-conflicto y justicia transicional. En este es-
cenario, su estudio pone de relieve que normalmente los DESC han estado au-
sentes de los mecanismos de justicia transicional. Sin embargo, aboga por darles 
una mayor relevancia en estos procesos, en la medida en que la consecución de 
la justicia social y la eliminación de las desigualdades son clave para afianzar el 
Estado democrático y de derecho.

Las conclusiones extraídas en esta aproximación general a los DESC en 
procesos de post-conflicto y justicia transicional resultan ilustradas con el es-
tudio el caso que presentan Ester Muñoz y Felipe Gómez, quienes abordan en 
su contribución la relevancia que las desigualdades sociales han tenido y tienen 
en el estallido de las revueltas populares en Túnez y Egipto en el marco de la 
Primavera Árabe. Tras analizar la situación socioeconómica que derivó en este 
proceso, que aspiraba a ser de profundo cambio, valoran en qué medida se han 
incorporado adecuadamente los DESC y se han adoptado medidas correctivas 
de las desigualdades como parte del proceso de justicia transicional que sendos 
Estados están acometiendo.

En la segunda parte de la obra (Internormatividad y efectividad de los DESC 
en el ordenamiento jurídico internacional) se analiza la incidencia de diver-
sos regímenes normativos multilaterales y bilaterales sobre la efectividad de los 
DESC en el ordenamiento jurídico internacional. Así, se presta especial aten-
ción al encaje de los DESC tanto en los regímenes normativos y en las políticas 
de aquellas organizaciones internacionales que se ha considerado que presentan 
un mayor interés (la Organización Mundial del Comercio, el Grupo del Banco 
Mundial y el Fondo Monetario Internacional, y la Unión Europea) como en el 
marco de los acuerdos de inversiones celebrados entre Estados y entre Estados 
y organizaciones internacionales.

En el primer capítulo de esta parte, Eugenia López-Jacoiste se centra en 
la promoción de los DESC en el seno de las instituciones de Bretton-Woods, 
en concreto del Grupo del Banco Mundial y del Fondo Monetario Internacio-
nal. Partiendo de la premisa de que la promoción de los derechos económicos, 
sociales y culturales también les incumbe, dada su naturaleza de organismos 
especializados de las Naciones Unidas, López-Jacoiste muestra cómo, en la 
práctica, estas organizaciones han ido dando cada vez más muestras de una 
preocupación por el respeto y la observancia de los derechos económicos, so-
ciales y culturales.
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La relevancia de los DESC desde la perspectiva de los acuerdos de la Orga-
nización Mundial del Comercio es analizada por Xavier Fernández. Su estudio 
se centra en tres derechos en concreto —el derecho a la salud, el derecho a la 
alimentación y el derecho al trabajo decente—, respecto de los cuales examina 
en qué medida las normas comerciales multilaterales permiten tenerlos debida-
mente en cuenta, entran en conflicto con los mismos o, al menos, interactúan 
positiva o negativamente con ellos.

El capítulo elaborado por Jaume Saura es el primero dedicado a acuerdos 
de inversión y a la Unión Europea. En él evalúa el potencial impacto de la adop-
ción del Acuerdo Transatlántico para el Comercio y la Inversión (TTIP) sobre 
los derechos sociales. A partir del examen de la práctica internacional en ma-
teria de acuerdos de inversiones, defiende que el riesgo de que los derechos 
sociales resulten afectados existe, aunque dependerá del contenido que se le dé 
al acuerdo y, sobre todo, de cómo se aplique y qué características presenten los 
mecanismos de solución de diferencias (principalmente el arbitraje mixto de 
inversiones) de que se dote.

Claudia Manrique ahonda en las posibilidades de protección de los DESC 
que ofrecen los Acuerdos de Promoción y Protección Recíproca de Inversiones. 
A tal fin, adopta una doble perspectiva. Por una parte, analiza el tratamiento 
dado a los DESC por los tribunales arbitrales en las diferencias inversor-Estado 
desde el punto de vista de su relevancia en el contexto de las obligaciones de-
rivadas de los acuerdos de inversión, en particular en relación con el derecho 
al agua y los derechos laborales. Por otra parte, compara distintos modelos de 
tratados de inversión, concluyendo que hay una tendencia creciente a incorporar 
en ellos estándares normativos y obligaciones para los inversores que podrían 
favorecer la protección de los DESC.

Las dos últimas contribuciones se centran en la incidencia de la actuación 
de la Unión Europea sobre la efectividad de los DESC, desde una perspectiva 
tanto interna como externa. La perspectiva interna es examinada por Laura Hui-
ci, que analiza la responsabilidad que puede corresponder a la Unión Europea 
y a los Estados miembros por la adopción de medidas de austeridad que han 
repercutido en el goce y disfrute de los DESC. Para ello parte de los parámetros 
propuestos en el Proyecto de artículos elaborado por la Comisión de Derecho 
Internacional en materia de responsabilidad internacional de las organizaciones 
internacionales por hecho ilícito, con el fin de poder determinar con más nitidez 
qué grado de responsabilidad corresponde a la Unión y cuánta a los Estados 
miembros.

La perspectiva externa, por último, es el objeto de estudio de la contribución 
de Maria Julià a esta obra. En efecto, la Unión Europea también ha ido incor-
porando en alguna medida a su política exterior el respeto a los DESC, a través 
de diversas herramientas y políticas. Julià hace un repaso de las iniciativas en 
esta dirección, para concluir, sin embargo, que las mismas son hoy por hoy in-
suficientes para promover el respeto de los DESC.
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Y DINAMISMO EVOLUTIVO DE LA EXIGIBILIDAD 
JURÍDICA INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS 

ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES

Jordi Bonet Pérez

SUMARIO: 1. LA EXIGIBILIDAD JURÍDICA INTERNACIONAL DE LOS DESC Y SU CONTRIBUCIÓN 
A LA PROGRESIVA MEJORA DE SU EFECTIVIDAD: UNA APROXIMACIÓN A SUS IMPLICACIO-
NES: 1.1. La delimitación del significado de la noción de exigibilidad jurídica. 1.2. Los mecanismos 
de exigibilidad jurídica internacional de los DESC. 1.3. La naturaleza de la actividad de los órganos 
competentes. 1.4. La repercusión en el ordenamiento jurídico interno y en la práctica estatal de la 
regulación jurídica internacional de los DESC.—2. EL ALCANCE DE LA EXIGIBILIDAD JURÍDI-
CA INTERNACIONAL DE LOS DESC: 2.1. El desarrollo normativo de los DESC en el ámbito jurídi-
co internacional: 2.1.1. El origen jurídico-formal de las obligaciones internacionales relativas a los 
DESC. 2.1.2. La naturaleza de las obligaciones internacionales relativas a los DESC y su aplica-
bilidad en periodos de crisis. 2.2. La interpretación de las obligaciones jurídicas internacionales rela-
tivas a los DESC: 2.2.1. Los criterios interpretativos fundamentales del CDESC. 2.2.2. Las aporta-
ciones doctrinales al debate sobre los DESC. 2.3. La internormatividad y la efectividad de los DESC 
en el ordenamiento jurídico internacional: 2.3.1. La internormatividad en el DIDH y la dicotomía DESC/
derechos civiles y políticos. 2.3.2. La internormatividad entre la reglamentación jurídica internacional de 
los DESC y otros sectores normativos.—3. CONSIDERACIONES FINALES.

Esta obra tiene su origen y es fruto del Proyecto de Investigación titulado La 
exigibilidad jurídica internacional de los derechos económicos, sociales y cul-
turales en periodos de crisis (DER2012-30652), financiado por el Ministerio de 
Economía y Competitividad, y desarrollado entre los años 2013 y 2016; quien 
escribe estas líneas ha sido su investigador principal.

La actividad investigadora desarrollada ha permitido identificar y subrayar 
cómo la exigibilidad jurídica internacional de los derechos económicos, sociales 
y culturales (DESC) tiende a verse condicionada, incluso mediatizada, entre 
otros factores, por dos especialmente significativos desde el prisma de la es-
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tructura y características del ordenamiento jurídico internacional: de una parte, 
el alcance material y obligacional de la regulación jurídica internacional de los 
DESC —tanto a nivel de Derecho internacional general como del que es su 
principal vector normativo, es decir, el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos (DIDH)—, tal y como el mismo se articula dentro de un sistema nor-
mativo como el Derecho internacional público en el que persiste todavía hoy un 
marcado sesgo voluntarista (con lo que se alude, en suma a la dimensión jurídi-
ca internacional de la exigibilidad de los DESC a la que se referirá la primera 
parte del volumen tras esta introducción general); y, de otra parte, la interrela-
ción normativa o internormatividad de las normas jurídicas internacionales que 
tiene como objeto reconocer y garantizar los DESC con la regulación jurídica 
internacional de otros ámbitos materiales cuyo objeto presenta, de un modo u 
otro, una vinculación o conexión sustancial con la realización de estos derechos, 
de modo que la forma en que se concreten las obligaciones jurídicas internacio-
nales en estos otros sectores normativos puede influir en la efectividad de las 
obligaciones jurídicas internacionales sobre los DESC (por lo que en la segunda 
parte del volumen se plantea el análisis de la Internormatividad y efectividad de 
los DESC en el ordenamiento jurídico internacional).

Aun cuando las situaciones de crisis que afectan a la efectividad de los DESC 
hayan sido el referente de partida  1, no es menos cierto que se está ante proble-
mas jurídicos de carácter general que afectan a la efectiva exigibilidad jurídica 
internacional de los DESC. Por ello se ha optado, sin perjuicio de dosificar y 
mostrar la especificidad de tales problemas jurídicos en situaciones de crisis, por 
un planteamiento u aproximación global a los mismos, eso sí, siempre dentro de 
las tres hipótesis de trabajo de las que se ha partido atendiendo a la percepción 
de que una crisis interna o los efectos de una crisis global afectan al goce y dis-
frute de los derechos humanos: 1) la reglamentación jurídica internacional de los 
DESC ofrece a los Estados fórmulas de flexibilidad suficientes para acomodar 
sus obligaciones jurídicas internacionales pero a la vez constituye (o debería ha-
cerlo) un límite jurídico a su discrecionalidad; 2) la exigibilidad jurídica interna-
cional de los DESC puede verse relativizada por la doble dificultad, primero, de 
asegurar que la toma de decisiones en foros internacionales cuyo mandato incide 
en la gobernanza global y la gestión de la crisis, tales como las Organizaciones 
internacionales, contemple su efectividad transversal y, segundo, de perfilar su 
adecuada interacción con otros sectores normativos internacionales, y 3) la exigi-
bilidad jurídica internacional de los DESC propende a verse relativizada frente a 
otros parámetros políticos y político-jurídicos presentes en la gestión de la crisis.

Teniendo presentes estas consideraciones sobre el planteamiento de esta 
obra colectiva, se va a exponer esta introducción general, cuyo objeto es propo-

1  A modo de ejemplo, resulta un supuesto de hecho muy particular el del examen de la práctica 
jurisdiccional del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones, como conse-
cuencia de las medidas adoptadas por Argentina entre 2000-2002 para abordar su crisis económica y 
financiera, relativa a la aplicación de las cláusulas de salvaguarda convencionales previstas en los trata-
dos bilaterales sobre promoción y protección recíproca de inversiones de los que era Parte ese Estado, 
y/o del estado de necesidad como circunstancia que excluye la ilicitud de una acción u omisión que en 
principio contraviene una obligación jurídica internacional, tal y como es regulado por el Derecho inter-
nacional general (reflejado en el art. 25 del Proyecto de artículos sobre la responsabilidad del Estado 
por hechos internacionalmente ilícitos aprobado por la Comisión de Derecho Internacional).
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ner un análisis de los presupuestos y dinamismo evolutivo de la exigibilidad ju-
rídica internacional de los DESC, al mismo tiempo que, a partir de sus explica-
ciones, visualizar el planteamiento de los diversos capítulos que la conforman.

1. � La exigibilidad jurídica internacional 
de los DESC y su contribución a la progresiva 
mejora de su efectividad: una aproximación 
a sus implicaciones

Partiendo de la afirmación de Jaume Saura Estapà de que, si se aborda la 
cuestión de la justiciabilidad  2 desde la perspectiva del ordenamiento jurídico 
internacional —y, de manera especial, en lo que concierne a los derechos huma-
nos—, «como es sabido, la ausencia de “justiciabilidad” es más bien una regla 
general en Derecho internacional»  3, el análisis que se propone demanda un es-
fuerzo de aproximación a aquellos diversos aspectos jurídicos (y, por tanto, una 
pluralidad de ellos) que inciden en la conformación del actual esquema de exigi-
bilidad jurídica internacional de los DESC; por supuesto, tomando en conside-
ración, junto a los esperables juicios críticos, la evidencia de que se observa una 
cierta evolución favorable a la mejora —siempre insuficiente y limitada— de 
la exigibilidad jurídica internacional de los DESC. Este apartado se dividirá en 
cuatro subapartados: 1) la determinación de la delimitación del significado de 
la noción de exigibilidad jurídica; 2) y 3) relativos a los mecanismos de exigi-
bilidad jurídica internacional de los DESC y a la naturaleza de la actividad de 
los órganos competentes, y 4) la referencia a la repercusión en el ordenamiento 
jurídico interno y en la práctica estatal de la regulación jurídica internacional 
de los DESC.

1.1. � La delimitación del significado de la noción de exigibilidad jurídica

Hay que empezar afirmando que la noción de exigibilidad —incluso la de 
exigibilidad jurídica— aplicada a los derechos humanos, y en particular a los 
DESC, no puede (ni debería) circunscribirse a la «posibilidad de reclamar judi-
cialmente el cumplimiento de las obligaciones derivadas»  4, sino que debe refle-
jar una percepción pluridimensional. En este sentido, puede servir para disponer 
de una orientación al respecto, dejado de lado que no se trata de un documento 
intergubernamental sino de una toma de posición desde la sociedad civil, la 
Declaración de Quito acerca de la exigibilidad y realización de los derechos 

2  Posteriormente se procurará en la medida de lo posible ofrecer una explicación razonable sobre 
la potencial diferenciación entre justiciabilidad y exigibilidad.

3  Saura Estapà, J., «La exigibilidad jurídica internacional de los derechos humanos: especial refe-
rencia a los derechos económicos, sociales y culturales (DESC)», en Bonet Pérez, J. y Saura Estapà, J. 
(eds.), El Derecho internacional de los derechos humanos en periodos de crisis. Estudios desde la 
perspectiva de su aplicabilidad, Madrid, Marcial Pons, 2013, p. 59.

4  Martínez de Pisón, J., «Los derechos sociales: unos derechos controvertidos», en Zapatero, V. 
y Garrido Gómez, M. I. (eds.), Los derechos sociales como una exigencia de la justicia, Cuadernos de 
la Cátedra de Democracia y Derechos Humanos, núm. 1, Alcalá de Henares (Madrid), Universidad de 
Alcalá, 2009, p. 98.
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económicos, sociales y culturales en América Latina y el Caribe, de 24 de julio 
de 1998, en la cual puede leerse:

«19.  La exigibilidad es un proceso social, político y legal. La forma y medida 
en que un Estado cumpla con sus obligaciones respecto de los DESC no solamente 
ha de ser materia del escrutinio de los órganos de verificación del cumplimiento de 
las normas que los consagran y garantizan, sino que debe abarcar la participación 
activa de la sociedad civil en esta tarea como una condición sustancial del ejercicio 
de su ciudadanía. Los DESC son derechos subjetivos cuya exigibilidad puede ejer-
cerse individual o colectivamente».

«23.  Los derechos económicos, sociales y culturales son exigibles a través de 
diversas vías: judicial, administrativa, política, legislativa. La postulación de casos 
judiciales referidos a estos derechos adquiere un mayor sentido en el marco de ac-
ciones integradas en el campo político y social, tanto nacional como internacional».

La exigibilidad, en consecuencia, tiene al menos dos dimensiones o tipolo-
gías, la política y la jurídica  5, en las cuales confluyen también acciones o pre-
tensiones que, partiendo de la sociedad civil, subrayan la implícita dimensión 
social de la exigibilidad:

—  La exigibilidad política «se refiere a todas aquellas acciones que pro-
mueven la mejora de condiciones para la realización de los DESC o la solución 
de una situación violatoria de los mismos, pero a través de iniciativas de inci-
dencia en políticas públicas y programas gubernamentales; cabildeo de inicia-
tivas de ley o de reforma a las ya existentes; demanda de aumento o reasigna-
ciones presupuestales en materia social; y denuncia pública de violaciones»  6. 
La implicación de las víctimas y de sectores de la sociedad civil, incluidas las 
Organizaciones no gubernamentales, en la reivindicación de los DESC, o la 
denuncia de su violación, es propicia para iniciativas de acción en el marco 
de las garantías sociales. En la medida en que este tipo de acciones comporten 
el ejercicio de derechos civiles y políticos, nacional e internacionalmente re-
conocidos, surge tanto el tema de los límites jurídicos de su ejercicio como el 
de su potencial violación en tanto que instrumento de vindicación política de 
los DESC  7.

—  La exigibilidad jurídica requiere, de nuevo, preguntarse si debe res-
tringirse única y exclusivamente a su mera identificación con la idea de jus-
ticiabilidad, es decir, la cualidad de los derechos humanos reconocidos «of 
being invoked in courts of law applied by judges»  8. La respuesta debe ser 
negativa en cuanto que la propia afirmación y reconocimiento a través del 

5  Sandoval Terán, A., «Experiencias de exigibilidad de los derechos económicos, sociales y 
culturales en México desde organizaciones de la sociedad civil», en Isunza Vera, E. y Olvera, A. J. 
(coords.), Democratización, rendición de cuentas y sociedad civil: participación ciudadana y control 
social, México D. F., H. Cámara de Diputados/Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en An-
tropología Social/Universidad Veracruzana/Miguel Ángel Purrúa librero-editor, 2009, p. 112.

6  La denuncia pública abarca una pluralidad de modalidades de acción, como «boletines de pren-
sa, programas de radio, movilizaciones, informes alternativos a los gubernamentales presentados en 
instancias no jurisdiccionales nacionales e internacionales —como las comisiones públicas de derechos 
humanos, el Comité de DESC de la ONU y la Comisión Interamericana» (ibid.).

7  Véase el estudio del caso en el capítulo elaborado por el Dr. David Bondia.
8  Scheinin, M., «Economic and Social Rights as Legal Rights», en Eide, A.; Krause, C. y Ro-

sas, A., Economic, Social and Cultural Rights. A Textbook, Dordrecht/Boston/London, 2.ª ed. rev., Mar-
tinus Nijhoff Publishers, 2001, p. 29.
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Derecho de los derechos humanos (de los DESC) constituye una prescripción 
oponible al conjunto de los poderes públicos; es decir, el reconocimiento jurí-
dico de los DESC, sea a escala estatal o internacional, es una garantía norma-
tiva (primaria) que, en tanto que desde el prisma jurídico-formal es parte del 
Derecho, resulta per se exigible respecto de quienes sean responsables de dar 
respuestas efectivas a tales compromisos  9. Así, la exigibilidad jurisdiccional o 
justiciabilidad, tal y como se desprendería de las palabras de Martin Scheinin, 
sería un instrumento de exigibilidad jurídica, pero no el único que reviste esa 
naturaleza; de cualquier modo, vendría a constituir el recurso a la exigibilidad 
jurisdiccional un remedio a la falta de respeto a la garantía normativa preexis-
tente.

La exigibilidad jurisdiccional, específicamente, puede dar lugar a estrate-
gias diferenciadas en función de que tenga un sentido directo (exigibilidad di-
recta) o indirecto (exigibilidad indirecta): la exigibilidad directa parte de que la 
intervención jurisdiccional «tienen como sustento la invocación directa de un 
derecho económico, social o cultural», mientras que la exigibilidad indirecta 
implica la solicitud de tutela jurisdiccional del DESC «a partir de la invocación 
de un derecho distinto»  10 —por ejemplo, principios generales de aplicación en 
el contexto regulatorio de los derechos humanos, como el de igualdad y/o no 
discriminación, o incluso de otros derechos humanos, sean derechos civiles y 
políticos u otros DESC  11—.

El propio Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC), 
encargado de velar por el cumplimiento del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, de 16 de diciembre de 1966 (PIDESC), 
señala  12 que, para hacer efectivos los DESC reconocidos en el PIDESC, «el 
disfrute de los derechos reconocidos, sin discriminación, se fomentará a me-
nudo de manera apropiada, en parte mediante la provisión de recursos judi-
ciales y otros recursos efectivos». Estos otros recursos efectivos son tanto las 
instituciones para la promoción y protección de los derechos humanos, como 
las comisiones nacionales de derechos humanos o los defensores del pueblo 

9  Más allá del reconocimiento jurídico que pueda desprenderse de la adopción y entrada en vigor 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de 16 de diciembre de 1966, 
el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha señalado que «en numerosos casos las 
medidas legislativas son muy deseables y en algunos pueden ser incluso indispensables» [Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC), «Observación General núm. 3 - La índole de 
las obligaciones de los Estados Parte (párrafo 1 del art. 2 del Pacto)», Documento E/1991/23, Anexo III, 
§ 3], a los efectos de dar cumplimiento a las obligaciones jurídicas dimanadas del tratado internacional 
conforme a su art. 2.1 («Cada uno de los Estados Parte en el presente Pacto se compromete a adoptar 
medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmen-
te económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, 
por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena 
efectividad de los derechos aquí reconocidos»). Señala, en particular, cómo «puede resultar difícil luchar 
con éxito contra la discriminación si se carece de una base legislativa sólida para las medidas necesa-
rias», o que, en «esferas como la salud, la protección de los niños y las madres y la educación, [...] las 
medidas legislativas pueden ser asimismo un elemento indispensable a muchos efectos» (ibid.).

10  Abramovich, V. y Courtis, C., Los derechos sociales como derechos exigibles, Madrid, Trotta, 
2002, p. 132.

11  Entre estos otros derechos humanos destacaría, sin duda, el derecho de acceso a los tribunales; 
sobre los instrumentos de exigibilidad jurisdiccional indirecta, véase ibid., pp. 168-248.

12  CDESC, op. cit., nota 9, § 5.
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en la medida en que se les atribuyen competencias en la materia  13, gozan «de 
un alto grado de autonomía con respecto al ejecutivo y al legislativo» y, para 
cumplir sus funciones tienen «plenamente en cuenta las normas internacionales 
de derechos humanos aplicables al país interesado y está encargada de realizar 
diversas actividades»  14. Este tipo de instituciones, empero, no son encuadrables 
automáticamente entre los mecanismos de exigibilidad jurisdiccional, ni siquie-
ra siempre entre los mecanismos de exigibilidad jurídica, a pesar de ser califica-
dos como recursos efectivos; según cuáles sean sus competencias, pueden jugar 
también un papel híbrido jurídico/político o esencialmente político.

Al plantearse la idoneidad instrumental de los recursos judiciales, el CDESC 
establece que su disponibilidad debe producirse «de acuerdo con el sistema ju-
rídico nacional» respecto a los DESC «que puedan considerarse justiciables»  15. 
Esto significa que la legislación estatal tendrá mucho que decir respecto a la de-
terminación del alcance material de la justiciabilidad y de las reglas procesales 
que regulan el acceso a los tribunales, aunque el CDESC identifique espacios de 
justiciabilidad en el PIDESC debido a aquellas disposiciones de cuya redacción 
se predica su aplicabilidad directa  16:

«El Comité observa, por ejemplo, que el disfrute de los derechos reconocidos, 
sin discriminación, se fomentará a menudo de manera apropiada, en parte mediante 
la provisión de recursos judiciales y otros recursos efectivos [...]. Además, existen 
en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales varias 
otras disposiciones, entre ellas las de los artículos 3 [igualdad hombre/mujer], 7 
[inciso i) del apartado a)] [remuneración igual por un trabajo de igual valor], 8 [de-
recho a la libertad sindical], 10 (párr. 3) [medidas de protección y asistencia a los 
niños y adolescentes], 13 [apartado a) del párrafo 2 y párrafos 3 y 4] [determinadas 
obligaciones respecto al derecho a la educación] y 15 (párr. 3) [derecho a la libertad 
de investigación científica y de creación], que cabría considerar de aplicación in-
mediata por parte de los órganos judiciales y de otra índole en numerosos sistemas 
legales nacionales. Parecería difícilmente sostenible sugerir que las disposiciones 
indicadas son intrínsecamente no autoejecutables».

Esta opinión del CDESC refleja, de un lado, la racionalidad de la justicia-
bilidad del principio de no discriminación respecto al goce y disfrute de cual-
quier derecho humano, y, de otro lado, más allá de la comprensión del DIDH 
como un sector normativo que reconoce y protege derechos humanos iguales e 
indivisibles, la existencia de zonas grises en la diferenciación jurídico-formal 
entre derechos civiles y políticos/DESC: en buena medida, los DESC que, por 
autoejecutables, son tenidos por justiciables proyectan una dimensión civil y 
política. El paradigma —aunque no el único supuesto— es el derecho a la liber-
tad sindical, que es objeto de reconocimiento jurídico tanto a través del art. 22 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), como del 
art. 8 PIDESC. Como señala Amrei Müller, «[o]f all the rights in the ICESCR 

13  Sepúlveda, M., The Nature of the Obligations under the International Covenant on Economic, 
Social and Cultural Rights, Antwerpen/Oxford/New York, Intersentia, 2003, p. 398.

14  CDESC, «Observación General núm. 10 - La función de las instituciones nacionales de de-
rechos humanos en la protección de los derechos económicos, sociales y culturales», Documento, 
E/C.12/1998/25, § 2.

15  ONU, op. cit., nota 9, § 5.
16  Ibid.
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[PIDESC], the rights of Article 8 most strongly resemble civil and political 
rights»  17.

Como se verá más adelante, tampoco esta opinión del CDESC puede llevar 
a pensar que se está ante un listado cerrado de DESC a los efectos de plantear 
su exigibilidad jurisdiccional (justiciabilidad): la interpretación que pueda darse 
al alcance de las obligaciones jurídicas establecidas en el PIDESC, la existencia 
de compromisos jurídicos internacionales sobre DESC en otros tratados interna-
cionales o la legislación interna que desarrolla las previsiones del PIDESC son 
factores susceptibles de coadyuvar a ampliar este círculo a priori restringido.

1.2. � Los mecanismos de exigibilidad jurídica internacional de los DESC

Aun cuando no contenga una cláusula de sumisión expresa  18, no es descarta-
ble que las partes de una controversia internacional en torno a la interpretación o 
aplicación del PIDESC —siempre que sean Estados— puedan someterla a la Cor-
te Internacional de Justicia (CIJ). A partir de la práctica de este órgano judicial, 
Bruno Simma señala que «we can observe already is that the Court has become 
a major player in a process in which human rights and general international law 
mutually impact upon one another: human rights “modernize” international law, 
while international law “mainstreams”, or “domesticates” human rights»  19.

A escala regional, tanto la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
como la Corte Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos tienen atri-
buida, bajo las condiciones que se establecen respectivamente para su ejerci-
cio  20, la competencia ratione materiae para plantear la exigibilidad jurídica del 
catálogo de DESC reconocido en los respectivos tratados internacionales de 
referencia para el ejercicio de su jurisdicción  21; lo que, a priori, no sucede de 

17  Müller, A., «Limitations to and Derogations from Economic, Social and Cultural Rights», Hu-
man Rights Law Review, núm. 4, vol. 9, 2009, p. 597; a título comparativo observa que, como sucede 
con los derechos civiles y políticos, el derecho a la libertad sindical en el art. 8 PIDESC «includes a 
specific clause for the limitation» (ibid., p. 572).

18  Por ejemplo, sí se encuentra en el art. 22 de la Convención Internacional sobre la Eliminación 
de todas las Formas de Discriminación Racial, de 21 de diciembre de 1965, aun cuando la supedite a 
otros procedimientos de resolución: «Toda controversia entre dos o más Estados Parte con respecto a la 
interpretación o a la aplicación de la presente Convención, que no se resuelva mediante negociaciones 
o mediante los procedimientos que se establecen expresamente en ella, será sometida a la decisión de 
la Corte Internacional de Justicia a instancia de cualquiera de las partes en la controversia, a menos que 
estas convengan en otro modo de solucionarla».

19  Simma, B., «Human Rights Before the International Court of Justice: Community Interest Com-
ing to Life?», en Tams, C. J. y Sloan, J., The Development of International Law by the International 
Court of Justice, Oxford, Oxford University Press, 2013, p. 603.

20  En el sistema americano de derechos humanos: art. 62, en relación con los arts. 44 y 45 de la 
Convención Americana sobre los Derechos Humanos, de 22 de noviembre de 1969, y el art. 19 del 
Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales o Protocolo de San Salvador, de 17 de noviembre de 1988.

En el sistema africano: arts. 3 y 5 del Protocolo a la Carta Africana de los Derechos Humanos y de 
los Pueblos por el que se instituye una Corte Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos, de 
10 de junio de 1998, en relación con los arts. 47 y 55 de la Carta Africana de los Derechos Humanos y 
de los Pueblos, de 27 de junio de 1981.

21  En el sistema americano: art. 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (desa-
rrollo progresivo de los DESC) y los arts. 6 a 18 Protocolo de San Salvador; y, en el sistema africano, de 
manera especial, arts. 15 a 18, y 21 y 22 de la Carta Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos.
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manera general respecto al Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH), 
ya que el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las 
Libertades Fundamentales, de 4 de noviembre de 1950 (CEDH), y sus Proto-
colos adicionales, solo de manera muy restringida reconocen DESC, aunque su 
interpretación haya permitido progresivamente identificar y garantizar ciertos 
DESC debido a su conexión con la efectividad de los derechos y libertades sí 
reconocidos.

En lo que concierne específicamente a los tratados internacionales de dere-
chos humanos de carácter general cuyo objeto se focaliza en los DESC, como 
el PIDESC o la Carta Social Europea (CSE), de 18 de octubre de 1961, la 
admisión de procedimientos para la presentación de denuncias de naturaleza 
cuasi-contenciosa  22 (sistemas de denuncias), bien que de manera diacrónica, ha 
hecho evolucionar ambos mecanismos de garantía más allá del sistema de infor-
mes periódicos originariamente previsto para proceder a la supervisión interna-
cional. Bajo ciertas condiciones, los sistemas de denuncias cuasi-contenciosas 
permiten:

—  La introducción ante el CDESC  23 de comunicaciones por «personas o 
grupos de personas que se hallen bajo la jurisdicción de un Estado Parte» (art. 3) 
o entre Estados Parte (art. 10) —Protocolo Facultativo del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de 10 de diciembre de 2008 
(Protocolo Facultativo DESC)—  24; en su art. 11, además, se prevé que los Esta-
dos Partes puedan reconocer la competencia del CDESC para iniciar un proce-
dimiento de investigación  25.

—  La introducción de reclamaciones ante el Comité Europeo de Derechos 
Sociales (CEDS)  26 por organizaciones de empleadores o sindicales, nacionales 
o internacionales, o por Organizaciones no gubernamentales reconocidas como 
entidades consultivas por el Consejo de Europa  27, conforme al Protocolo por el 
que se establece un sistema de reclamaciones colectivas, de 9 de noviembre de 

22  Siendo sistemas litigiosos y contradictorios, como señala Carlos Villán Durán, el dictamen del 
órgano de expertos independientes «no es una sentencia en sentido estricto», aun cuando «se pronuncie 
sobre si ha habido o no violación del tratado en el caso concreto y se extraigan las consecuencias ju-
rídicas de ese pronunciamiento» (Villán Durán, C., Curso de Derecho internacional de los derechos 
humanos, Madrid, Trotta, 2012, p. 437); aunque esta naturaleza cuasi-contenciosa pueda igualmente 
desprenderse de ciertos mecanismos de garantía extraconvencionales vinculados en la ONU al Con-
sejo de Derechos Humanos debido a que admiten y tramitan denuncias —por ejemplo, algunos de 
los procedimientos especiales de carácter temático—, la naturaleza de la acción de protección es muy 
distinta de los anteriores, pues en este segundo caso «la acción extraconvencional es originariamente de 
naturaleza humanitaria» y busca más el cese o prevención de una violación inminente que la condena 
(ibid., p. 438).

23  Creado mediante Resolución 1985/17, de 28 de mayo, del Consejo Económico y Social de las 
Naciones Unidas.

24  Siempre que formulen una declaración reconociendo esta competencia del CDESC (art. 10.1); 
en cambio, la competencia del CDESC respecto al sistema de comunicaciones individuales se reconoce 
por el mero hecho de ser Parte del Protocolo (arts. 2 y 3).

25  El Protocolo entró en vigor el 5 de mayo de 2013; no consta que España haya aceptado la 
competencia del CDESC para conocer de comunicaciones interestatales ni para abrir procedimientos 
de investigación.

26  En su 158.ª sesión (16-20 de noviembre de 1998), el Comité de Expertos Independientes decidió 
cambiar su nombre por el de Comité Europeo de Derechos Sociales [Committe of Independent Experts, 
Conclusions XIV-2 (1998-2000) - General Introduction, p. 22].

27  Art. 1 del Protocolo por el que se establece un sistema de reclamaciones colectivas.
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1995 (Protocolo de 1995), o bien del art. D de la Carta Social Europea revisada, 
de 3 de mayo de 1996 (CSE revisada).

Los mecanismos de garantía existentes en el seno de la Organización In-
ternacional del Trabajo (OIT) perfilan la presencia, junto a un sistema de in-
formes periódicos, de sistemas de denuncias de naturaleza inicialmente cua-
si-contenciosa: primero, un sistema de reclamaciones colectivas que legitima 
activamente a cualquier «organización profesional de empleadores o de tra-
bajadores» a presentarlas contra un Estado Parte de un Convenio de la OIT 
(art. 24 Constitución de la OIT); segundo, un sistema de quejas que habilita a 
otro Estado Parte del mismo Convenio de la OIT que se considere que ha sido 
vulnerado por el Estado contra el que se dirige —como habilita también al 
Consejo de Administración de la OIT o a cualquier delegado de la Conferencia 
Internacional del Trabajo (art. 26 Constitución de la OIT)—; y, tercero, sobre 
la base jurídica de las competencias de la OIT, las quejas por violación de la 
libertad sindical, ante el Comité de Libertad Sindical  28 o ante la Comisión de 
Investigación y de Conciliación en Materia de Libertad Sindical  29, sin que sea 
preciso que el Estado concernido sea Parte de los Convenios de la OIT sobre 
libertad sindical.

Partiendo de que la exigibilidad jurídica es producto del reconocimiento 
jurídico internacional de los derechos humanos —reforzado en la medida en que 
existen órganos judiciales o de expertos que interpretan su alcance al ejercer las 
competencias que les son atribuidas  30—, cabe finalmente reflexionar sobre en 
qué medida los procedimientos para la presentación de denuncias de naturaleza 
cuasi-contenciosa por particulares, en contraposición con los procedimientos 
jurisdiccionales existentes a escala regional, constituyen un instrumento de exi-
gibilidad jurisdiccional de los DESC. La ausencia de naturaleza vinculante de 
sus decisiones finales —que se verá a continuación—, y de la efectividad como 
recurso que de tal cualidad se desprende, quizá dificulte encuadrarlos como ta-
les; sin embargo, la especificidad del ordenamiento jurídico internacional pide 
una interpretación flexible, focalizada en el objeto de los procedimientos de de-
nuncias, en la base jurídica que proporcionan las garantías normativas a las que 
se vinculan y en sus resultados —declaración del incumplimiento estatal y de 
las formas de reparación—  31. Ello, cuando menos, permite subrayar su carácter 
de instrumentos de justiciabilidad difusa —si se quiere, incluso, de una cuasi-
justiciabilidad—, pero a fin de cuentas de una contribución a la mejora material 
de la justiciabilidad internacional de los DESC.

28  «Las quejas deben proceder de organizaciones de empleadores o de trabajadores [sea una orga-
nización nacional directamente interesada o una organización internacional de empleadores o de traba-
jadores que tenga estatuto consultivo en la OIT] o de gobiernos» (OIT, Manual sobre procedimientos en 
materia de convenios y recomendaciones internacionales del trabajo, Ginebra, Organización Interna-
cional del Trabajo, 2012, p. 52).

29  «La Comisión está integrada por nueve personas independientes, nombradas por el Consejo de 
Administración [de la OIT] y que normalmente trabajan en grupos de tres. Examina las quejas referentes 
a violaciones de la libertad sindical que le remite el Consejo de Administración, incluso a petición de un 
gobierno contra el que se han presentado alegatos. El procedimiento de la Comisión es parecido al de 
una comisión de encuesta, y se publican sus informes» (ibid., p. 54).

30  Incluida la labor desarrollada en los sistemas de informes.
31  Si se introduce el factor de la individualización de la denuncia en la persona o personas de las 

víctimas (Saura Estapà, J., op. cit., nota 3, p. 65).




